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o empresarial se realiza directamente por el socio bajo
el manto formal de la personalidad jurídica atribuida al
empresario social, puesto que precisamente al recurrir
a la interposición de la personalidad moral de una com-
pañía para el ejercicio de una actividad empresarial se
muestra singularmente justificada y alcanza su mayor
significación la exigencia de una especial diligencia al
comerciante para facilitar su localización a los terceros
que se relacionan con la actividad mercantil que des-
pliega. Esta exigencia no es ajena a los presupuestos
sobre los que se asienta el principio de seguridad jurídica
consagrado en nuestra Constitución (art. 9.3), del que
no puede considerarse radicalmente desvinculada la
seguridad del tráfico mercantil. No en vano es preocu-
pación permanente del legislador ordinario la de facilitar
al máximo las posibilidades de comunicación y locali-
zación del empresario social, ampliando los lugares de
comunicación efectiva más allá del puro domicilio formal
(escriturario o registral) y reforzando los deberes de publi-
cidad del empresario social.

Habida cuenta de lo expuesto anteriormente ha de
entenderse que, al menos, el intento de emplazamiento
realizado mediante cédula en el domicilio de la sociedad
de la que era socia y administradora solidaria la recurren-
te debe tenerse por efectivo, pues la llamada a la socie-
dad «Stregata, S.L.», implica la de sus administradores
o representantes legales. De manera que (conforme a
la doctrina establecida en la citada Sentencia 12/2000,
de 17 de enero), la propia recurrente, al descuidar aquel
extremo, contribuyó a dificultar su emplazamiento per-
sonal erigiendo al efecto un obstáculo cuya superación
no puede pretenderse ahora que debió ser alcanzada
por medio de una mayor diligencia del Juzgado, pues
ni ella observó la diligencia, que por lo dicho, le era
exigible, ni ha demostrado que los demandantes hubie-
ran procedido, a este respecto, de manera fraudulenta.
De ahí que no pueda afirmarse en el presente caso la
existencia de una situación de indefensión real o efectiva
contraria al art. 24.1 CE, pues se desprende de los ante-
cedentes expuestos que la conducta de la demandante
fue el factor decisivo o determinante de la ausencia de
comunicación personal que constituye el fundamento
de la pretendida vulneración del derecho fundamental
que venimos considerando.

6. Por último, igual suerte desestimatoria ha de
correr la invocación de indefensión contraria a su dere-
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) realizada
por la recurrente como consecuencia de la falta de publi-
cación en estrados de algunas de las resoluciones recaí-
das en el procedimiento tramitado en rebeldía. A este
respecto hay que recordar, una vez más, que este Tri-
bunal ha rechazado reiteradamente la identificación
entre defecto o irregularidad procesal e indefensión, pues
no toda infracción procesal es causante de la vulneración
del derecho contemplado en el art. 24.1 CE, sino que
sólo alcanza tal relevancia aquélla que, por anular las
posibilidades de alegación, defensa y prueba, cause una
verdadera y real indefensión de la parte (SSTC
230/1992, de 14 de diciembre; 106/1993, de 22 de
marzo; 185/1994, de 20 de junio; 1/1996, de 15 de
enero; 89/1997, de 5 de mayo; 75/2000, de 27 de
marzo, entre muchas otras).

En el presente caso hay que considerar que, dado
el contexto en el cual se desarrollaron las actuaciones
sometidas a nuestro enjuiciamiento, y contempladas
éstas con visión retrospectiva, difícilmente la publicación
en estrados de las resoluciones omitidas hubiera logrado
resultados diferentes de los nulos alcanzados por los
intentos de emplazamiento que se llevaron a efecto por
otros medios, sin que la recurrente aporte indicio alguno,
por mínimo que éste sea, que permita siquiera vislumbrar
la existencia de alguna posibilidad real de que la publi-

cidad de aquellas resoluciones mediante el sistema de
publicación en estrados (ya desaparecido en nuestra nue-
va Ley procesal civil) hubiera sido eficaz en su caso.

Así pues, al no constatarse que la resolución (y la
Sentencia de la que trae causa), frente a la que se ha
promovido el recurso de amparo que ahora enjuiciamos
haya producido lesiones efectivas de los derechos fun-
damentales de la recurrente, ha de afirmarse la falta
de relevancia constitucional de la demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo, promo-
vido por doña Consuelo García Navarro.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de enero de dos mil
tres.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

3388 Sala Segunda. Sentencia 7/2003, de 20 de
enero de 2003. Recurso de amparo 4579/99.
Promovido por doña María de los Ángeles
Cepero Rodríguez respecto del Auto de un
Juzgado de Primera Instancia de Madrid que
declaró no haber lugar a la nulidad de actua-
ciones en un litigio sobre reclamación de
cantidad.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial sin indefensión: STC 6/2003.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4579/99, interpuesto
por doña María de los Ángeles Cepero Rodríguez, repre-
sentada por el Procurador de los Tribunales don Luis
Carreras de Egaña y asistida por el Letrado don Santiago
Cetina Ibáñez, contra el Auto de 8 de octubre de 1999
del Juez de Primera Instancia núm. 9 de Madrid por
el que se declara no haber lugar a la nulidad de las
actuaciones interesada por la demandante de amparo
contra la Sentencia de 11 de marzo de 1998 del mismo
Juez, recaída en autos de juicio declarativo de menor
cuantía sobre reclamación de cantidad (núm. 2287/95)
promovido por doña María Teresa Francisco Ranz y don
Manuel Recio Recio contra la ahora demandante de
amparo y contra doña Consuelo García Navarro, doña
Genma Sevilla y la compañía mercantil «Stregata, S.L.»
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien
expresa el parecer de la Sala.



68 Miércoles 19 febrero 2003 BOE núm. 43. Suplemento

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal
Constitucional el 6 de noviembre de 1999 doña María
de los Ángeles Cepero Rodríguez, representada por el
Procurador de los Tribunales don Luis Carreras de Egaña,
interpuso recurso de amparo contra el Auto y Sentencia
del Juez de Primera Instancia núm. 9 de los de Madrid
de los que se hace mérito en el encabezamiento por
infracción del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva sin indefensión contemplado en el art. 24.1 CE,
aduciendo que el Auto impugnado no repara las infrac-
ciones constitucionales provocadas por el irregular
emplazamiento y notificación edictal a la recurrente sin
intentar la notificación personal en su domicilio y que
se omitió por el Juzgado la publicación en los estrados
de algunas de las resoluciones dictadas durante el
proceso.

2. Los hechos que originan la demanda de amparo
relevantes para la resolución del caso son, en síntesis,
los siguientes:

a) Con fecha 1 de diciembre de 1992 los deman-
dantes en el procedimiento del que trae causa el presente
de amparo concluyeron con las codemandadas doña
Consuelo García Navarro y doña María Ángeles Cepero
Rodríguez contrato verbal de traspaso del local de nego-
cio sito en la calle Pío Baroja número 7 de Madrid, local
que las últimas venían explotando como pub a través
de la sociedad mercantil «Stregata, S.L.», en su calidad
de socias y administradoras solidarias de la misma. Como
consecuencia de dicho pacto verbal los demandantes
hicieron entrega a doña Consuelo García Navarro de la
cantidad de tres millones de pesetas mediante trans-
ferencia bancaria a una cuenta corriente de la entidad
Caja de Madrid, cuenta de la que se presume es titular
la Sra. García Navarro. No obstante el abono por los
actores de la cantidad antes señalada, no les fue entre-
gada por las demandadas la posesión del local del nego-
cio objeto del traspaso concertado.

b) Pese a los reiterados requerimientos de los
demandantes exigiendo la devolución por las mencio-
nadas codemandadas de la cantidad entregada por aqué-
llos, no se procedió por éstas a reintegrar la suma per-
cibida. Como consecuencia de lo anterior, don Manuel
Recio Recio, sintiéndose engañado, y ante la imposibi-
lidad de recobrar la suma de dinero entregada a las
codemandadas, cayó en un profundo estado de depre-
sión que derivó en dos intentos de suicidio: uno en fecha
5 de diciembre de 1992, mediante la ingesta masiva
de fármacos, y otro en fecha 11 de diciembre de 1993,
en que se precipitó al vacío desde su vivienda, causán-
dose en este último intento lesiones por las que ha que-
dado afectado de una minusvalía de un 65 por 100.

c) Los perjudicados presentaron demanda de juicio
de menor cuantía en reclamación de cantidad y de
indemnización de los daños y perjuicios morales y mate-
riales sufridos contra la ahora demandante de amparo
y contra doña Consuelo García Navarro, doña Genma
Sevilla y la entidad mercantil «Stregata, S.L.», en la per-
sona de su representante legal, haciendo constar como
últimos domicilios conocidos de la ahora recurrente en
amparo la calle Echegaray, núm. 9, y la calle Ávila,
núm. 51, ambos de la localidad madrileña de Móstoles.
Turnada la demanda al Juzgado de Primera Instancia
núm. 9 de los de Madrid se siguieron autos de juicio
de menor cuantía bajo el núm. 2287/95.

d) Con fecha con fecha 10 de mayo de 1995 se
procedió por el Juzgado al emplazamiento de la sociedad
mercantil «Stregata, S.L.», entidad titular de los derechos
de traspaso del local de negocio objeto del pleito, en
el domicilio como de ésta consta en el Registro Mercantil:
calle Pío Baroja núm. 7. No hallándose en éste al repre-

sentante legal, de «Stregata, S.L.», se entregó la cédula
de emplazamiento a quien dijo ser empleado de la empre-
sa que gira bajo el rótulo de «La Silla Eléctrica» en el
citado domicilio. El 24 de mayo de 1995 la referida
cédula de emplazamiento fue devuelta al Juzgado por
el representante legal de la entidad «La Silla Eléctrica,
S.L.», alegando su falta de relación con el proceso así
como con las partes en él demandadas. Con posterio-
ridad el emplazamiento de la recurrente se intentó el
11 de mayo de 1995 en el domicilio de la calle Echegaray
núm. 9 de Móstoles, obteniéndose resultado negativo
por ser desconocida en él la emplazada según comu-
nicación del servicio de Correos. Tras el correspondiente
exhorto se procedió con fecha 6 de septiembre 1995
a su emplazamiento personal en el domicilio de la calle
Ávila 51 de la misma localidad de Móstoles, alcanzán-
dose un resultado igualmente negativo por «ausentarse
del mismo» la destinataria, según reza la diligencia de
emplazamiento extendida por el Agente judicial. Soli-
citado por los demandantes el emplazamiento edictal
de la demandada el Juez lo acordó mediante providencia
de 30 de octubre de 1996, procediéndose a efectuarlo
mediante inserción del correspondiente aviso en el «Bo-
letín Oficial de la Comunidad de Madrid» del día 6 de
febrero de 1997. Tras el transcurso del término legal
del emplazamiento sin que la demandada hubiera com-
parecido en autos ni contestado la demanda en el juicio
de autos fue declarada en rebeldía por providencia del
Juzgado de 31 de marzo de 1997, siguiéndose el juicio
en su ausencia.

e) Con fecha 11 de marzo de 1998 se dictó Sen-
tencia por el Juez de Primera Instancia núm. 9 de Madrid,
por la que se estimó parcialmente la demanda inter-
puesta por la parte actora, y se condenó a la demandada,
ahora demandante de amparo, a que pagara a la parte
actora solidariamente junto con las demás codemanda-
das (doña Consuelo García Navarro y la entidad «Stre-
gata, S.L.»), la cantidad de 7.000.000 de pesetas, más
los intereses previstos en el art. 921 LEC, en concepto
de daños morales ocasionados a los demandantes como
consecuencia de su doloso incumplimiento contractual.

f) Notificada la Sentencia a los demandados rebel-
des mediante publicación edictal, se decretó su firmeza
mediante providencia de 28 de septiembre de 1998.
Tras ello la parte actora solicitó del Juez que procediera
a trabar embargo de determinadas propiedades inmo-
biliarias y mobiliarias de la demandada en ejecución de
la Sentencia declarada firme, con objeto de cubrir el
importe de las cantidades a cuyo pago había sido con-
denada, lo que se decretó por providencia de 18 de
noviembre de 1998, en la cual se dispuso su publicación
por edictos.

g) El 6 de septiembre de 1999 la solicitante de
amparo, alegando haber tenido noticia de la existencia
del proceso por otra codemandada en la segunda quin-
cena del mes de agosto anterior, promovió incidente
de nulidad de actuaciones, solicitando la retroacción del
proceso al momento del emplazamiento. Al efecto alegó
la indefensión sufrida por no haber sido emplazada per-
sonalmente para contestar a la demanda ni notificada
de ninguna de las actuaciones y resoluciones posteriores
recaídas en el proceso, siendo así que, estando perfec-
tamente localizable en la localidad de Móstoles, el Juz-
gado omitió toda gestión tendente a su localización en
el citado municipio. Por el Juez se dictó Auto el 8 de
octubre de 1999, que fue notificado el 13 del mismo
mes y año, en el que se declaró no haber lugar a la
nulidad interesada, justificando la necesidad de acudir
al emplazamiento por edictos al haber resultado infruc-
tuosos los emplazamientos de la demandada efectuados
en distintos domicilios, entre ellos el de la entidad mer-
cantil de la que se dice es administradora solidaria, no
constando que ésta haya sido disuelta.
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3. La recurrente denuncia la vulneración por el Auto
resolutorio del incidente de nulidad de actuaciones y
por la Sentencia dictada por el Juez, en cuanto culminan
el desarrollo de un procedimiento que se afirma viciado,
de su derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
consagrado en el art. 24.1 CE, por cuanto le han pro-
ducido una indefensión material manifiesta, ajena a su
voluntad, que resulta directamente imputable a actua-
ciones del Juez de Primera Instancia núm. 9 de Madrid:

a) Por un lado, al haberse acordado la notificación
de su emplazamiento al proceso a través de edictos sin
haber practicado previamente ninguna diligencia para
su localización.

b) Por otro, por no notificarle mediante estrados tres
providencias de suma importancia como son: la que
acuerda el emplazamiento mediante edictos a los deman-
dados; la que declara en rebeldía a las demandadas y
la apertura del período de proposición y práctica de la
prueba; y la que admite la prueba propuesta por la actora
y convoca a las partes para la presentación del preceptivo
escrito de resumen de pruebas.

Por lo expuesto la recurrente solicita de este Tribunal
que dicte Sentencia estimatoria del amparo, declarando
la nulidad del Auto y de la Sentencia impugnados y de
todas las resoluciones y actuaciones recaídas en el pro-
cedimiento hasta el momento inmediatamente anterior
a aquél en el que se acordó por el Juez su emplazamiento
edictal. Mediante otrosí interesa igualmente la suspen-
sión de la ejecución de la Sentencia impugnada a fin
de no impedir la efectividad de la resolución eventual-
mente favorable a la concesión del amparo que pueda
dictarse en este procedimiento constitucional, por cuan-
to, de procederse a la subasta pública de la vivienda
que constituye domicilio de la demandante sobre la que
se ha trabado embargo, podría producirse un mal
irreparable.

4. Por providencia de 18 de diciembre de 2000
la Sección Tercera de este Tribunal acordó, de confor-
midad con lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC, conceder
un plazo común de diez días a la demandante de amparo
y al Ministerio público para que formularan las alega-
ciones que estimasen pertinentes en relación con la posi-
ble carencia de contenido constitucional de la demanda.
La recurrente y el Fiscal evacuaron el trámite corres-
pondiente.

La demandante mediante escrito interesando la admi-
sión a trámite de la demanda de amparo, ratificando
y reiterando los argumentos en ella expuestos sobre la
irregularidad del emplazamiento edictal efectuado por
la falta de diligencia del órgano judicial en la localización
de su domicilio real, lo que ha provocado su indefensión
real y efectiva.

Por su parte el Ministerio público estimó que no podía
emitir el dictamen correspondiente porque el examen
de la documentación aportada por la solicitante de ampa-
ro no permite valorar si por parte del Juez se actuó
con la diligencia exigible, conforme al art. 24.1 CE, para
poner en conocimiento de la ahora recurrente la exis-
tencia del proceso. Por ello interesó que se recabara
del órgano judicial la remisión de testimonio de las actua-
ciones y de la representación procesal de la demandante
la presentación de documentos que acrediten que, según
se afirma, aquélla dejó de ser administradora de la socie-
dad «Stregata, S.L.», o que dicha entidad se disolvió,
todo ello de conformidad con lo dispuesto en el art.
89.1 LOTC. Proveídos los requerimientos oportunos, la
representación procesal de la demandante presentó
escrito con fecha 16 de febrero de 2001 en el que excusa
la presentación de la documentación relativa al cese de
la recurrente como administradora de la citada sociedad

y en torno a la disolución de la misma por no haberse
procedido a su correspondiente inscripción registral.

5. Abierto el plazo de alegaciones, con vista de las
actuaciones recibidas, el Fiscal presentó escrito el 16
de marzo de 2001 en el que se interesa la inadmisión
de la demanda al considerar que la queja principal de
indefensión por haberse producido un emplazamiento
defectuoso carece de fundamento a la vista de los diver-
sos intentos de emplazamiento personal de la deman-
dada llevados a cabo por el Juzgado, estimando, por
otro lado, que no debe ser acreedor de amparo el comer-
ciante que teniendo deudas pendientes se ausenta de
su negocio sin dejar señas de su paradero puesto que
ello hace que sea factor relevante de la situación denun-
ciada la falta de diligencia del pretendidamente perju-
dicado. Por su parte la recurrente presentó escrito el
17 de marzo de 2001, reiterándose en lo expuesto en
el anteriormente evacuado en este mismo trámite.

6. Mediante providencias de fecha de 26 de abril
de 2001 la Sala Segunda del Tribunal Constitucional
acordó, por una parte, admitir a trámite la demanda de
amparo e interesar del Juzgado de Primera Instancia
núm. 9 de Madrid el emplazamiento de quienes hubieran
sido parte en el procedimiento judicial antecedente,
excepto la parte recurrente en amparo, para que pudie-
sen comparecer en este proceso constitucional en el
plazo de diez días, si así lo desearan, y, por otra parte,
formar pieza separada para la tramitación del incidente
de suspensión, concediendo, conforme determina el art.
56 LOTC, un plazo común de tres días a la recurrente
y al Ministerio público para que alegasen lo procedente
sobre la suspensión solicitada. El trámite se evacuó por
el Fiscal mediante escrito presentado en este Tribunal
el 10 de mayo de 2001 en el que se opone a que se
acuerde la suspensión solicitada y, en su lugar se ordene
la anotación preventiva de la demanda. La demandante
presentó escrito reiterando las alegaciones efectuadas
a favor de la suspensión solicitada.

Por Auto de 16 de julio de 2001 (ATC 208/2001)
de la Sala Segunda de este Tribunal se acordó acceder
a la solicitud de suspensión provisional de la ejecución
de la Sentencia impugnada en el presente amparo.

7. Mediante diligencia de 22 de noviembre de 2001
se acordó dar vista de las actuaciones a la parte recurren-
te y al Ministerio público para que, en el plazo común
de veinte días, pudieran presentar las alegaciones que
estimasen procedentes, conforme dispone el art. 52.1
LOTC.

8. El Fiscal presentó su escrito de alegaciones el
20 de diciembre de 2001, interesando la desestimación
del recurso. Por una parte, el Ministerio público niega
el alcance constitucional de la falta de publicación en
estrados de algunas de las resoluciones dictadas por
el Juez dentro del procedimiento por no provocar efec-
tiva indefensión, requisito imprescindible para que pueda
entenderse vulnerado el art. 24.1 CE. Por otra parte,
en lo relativo a la queja principal, entiende que, a la
luz de los diversos emplazamientos intentados, la falta
de emplazamiento personal debe cargarse en la respon-
sabilidad de la citada, sin que al Juez le fuera exigible
hacer más de lo que hizo, pues no constando en el pro-
ceso otros lugares en los que la demandante de amparo
podía ser emplazada, no es razonable exigirle que ordene
la realización de una indagación policial. Sostiene el Fis-
cal que, con independencia de las demás citaciones
intentadas, el domicilio más propio de un comerciante,
a efectos de ser citado, es el de la sede en la que realiza
las funciones principales de su negocio, que no es otro,
en el presente caso, que el local comercial de la calle
Pío Baroja de Madrid, al cual se acudió en dos ocasiones,
siendo imputable a la demandada la falta de empla-
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zamiento personal por el abandono voluntario de sus
responsabilidades empresariales.

9. Mediante escrito registrado el 20 de diciembre
de 2001 la demandante de amparo evacuó el trámite
de alegaciones reiterando la fundamentación de su queja
y lo solicitado en la demanda de amparo, a la vez que
insistiendo en la falta de agotamiento de los medios
de emplazamiento personal en el proceso y en el carácter
excepcional de la notificación edictal conforme a la juris-
prudencia constitucional.

10. Por providencia de 16 de enero de 2003 se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 20 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Conforme se ha expuesto en los antecedentes,
la queja que formula la demandante de amparo contra
el Auto de fecha 8 de octubre de 1999 y la Sentencia
de 11 de marzo de 1998, resoluciones ambas dictadas
por el Juez de Primera Instancia núm. 9 de Madrid,
denuncia la vulneración de su derecho fundamental a
la tutela judicial efectiva, proclamado por el art. 24.1
CE, como consecuencia de la indefensión producida por
la irregularidad de los actos de comunicación practicados
en el procedimiento dentro del cual se pronunciaron
aquellas resoluciones, lo que determinó que el mismo
se siguiera sin su comparecencia. La referida queja se
articula en dos motivos diferentes. Uno, que constituye
el eje central en torno al cual gira la demanda, se refiere
a la indefensión padecida por la demandante como con-
secuencia del defectuoso emplazamiento personal para
su personación en el procedimiento, acudiendo al sis-
tema de notificación edictal de modo injustificado, lo
que determinó su incomparecencia con grave lesión de
sus derechos a la efectiva tutela judicial y a la defensa.
Otro, igualmente referido a la indefensión padecida por
la recurrente, pero en este caso concretado en el efecto
de la omisión de la publicación en estrados de algunas
resoluciones dictadas en el proceso, particularmente las
providencias de fecha 30 de octubre de 1996, por la
que se acuerda emplazar por edictos a las demandadas,
la de 31 de marzo de 1997, por la que se declara la
rebeldía de las demandadas y se recibe el juicio a prueba,
y la de 24 de abril de 1997, por la que se admite la
prueba propuesta por la actora y se convoca a las partes
para el preceptivo escrito de resumen de pruebas.

Antes de entrar en el análisis de las cuestiones sus-
citadas conviene hacer, con carácter previo, una breve
precisión en relación con la queja de indefensión for-
mulada por la recurrente contra las resoluciones impug-
nadas. Al efecto, cumple resaltar que la impugnación
de la resolución que desestima la nulidad de actuaciones
interesada se justifica por ser esta resolución la culmi-
nación del proceso al que la demandante de amparo
denuncia no haber sido debidamente llamada, pero dicha
resolución guarda una relación tan sólo indirecta o
mediata respecto del acto lesivo, pues la lesión cons-
titucional denunciada sería directamente imputable a
otras resoluciones del órgano judicial recaídas en el pro-
cedimiento con anterioridad a la resolución que ahora
se considera. Partiendo de este presupuesto se alza el
reproche contra la referida resolución en la medida en
que ésta no procedió a la corrección de la supuesta
lesión producida en el proceso al no declarar la nulidad
del mismo por la causa alegada.

2. Procede comenzar el examen de constituciona-
lidad por el primero de los motivos de queja enunciados,
es decir, el defectuoso emplazamiento de la recurrente
llevado a cabo por el Juzgado, no sólo porque constituye
la queja sustancial formulada por la recurrente en la

demanda de amparo, sino también porque, si llegara
a estimarse la lesión constitucional del derecho a la tutela
judicial efectiva de la demandante como consecuencia
de la existencia de un emplazamiento defectuoso que
impidió su comparecencia en el procedimiento, el reco-
nocimiento de esta circunstancia haría innecesario con-
siderar el alcance de la irregularidad consistente en la
omisión de la publicación en estrados de algunas reso-
luciones recaídas en el procedimiento (pues este meca-
nismo de comunicación está ligado de manera indiso-
luble a aquella incomparecencia), y su estimación habría
de traer la nulidad de lo actuado con retroacción del
proceso al momento del emplazamiento al juicio de la
ahora recurrente.

Es necesario recordar la importancia que este Tribunal
ha atribuido a la efectividad de los actos de comunicación
procesal en todos los órdenes jurisdiccionales, dada la
trascendencia que estos actos tienen para garantizar el
principio de contradicción o audiencia bilateral que nutre
el contenido del derecho reconocido en el art. 24.1 CE
a la tutela judicial efectiva sin que en ningún caso se
produzca indefensión. Ello impone a los órganos judi-
ciales un especial deber de diligencia en su realización
que asegure en la medida de lo posible la recepción
de las comunicaciones procesales por sus destinatarios
(así, entre otras muchas, SSTC 86/1997 de 22 de abril,
42/2002, de 25 de febrero; 149/2002, de 15 de julio).
De ello deriva, lógicamente, que el medio normal de
comunicación procesal debe ser el emplazamiento, cita-
ción o notificación personal (últimamente SSTC
186/1997, de 10 de noviembre; 56/2001, de 26 de
febrero; 149/2002, de 15 de julio). Por esta razón nues-
tra doctrina ha sido particularmente estricta con el recur-
so al emplazamiento edictal, dados los límites consus-
tanciales que padece este medio de comunicación para
alcanzar el efectivo conocimiento del destinatario, sin
que por ello hayamos negado validez constitucional a
esta forma de comunicación y emplazamiento, aun cuan-
do, por lo apuntado, hayamos requerido el cumplimiento
de condiciones rigurosas para su válida realización.

De esta manera hemos subrayado el carácter estric-
tamente subsidiario que debe desempeñar en el orden
procesal civil el emplazamiento por edictos previsto en
el art. 269 LEC de 1881 (por todas, STC 149/2002,
de 15 de julio, FJ 3), y hemos afirmado que la validez
constitucional de este sistema de emplazamiento exige
que se hayan agotado previamente otras modalidades
de emplazamiento que aseguran en mayor medida la
recepción por el destinatario de la correspondiente noti-
ficación, lo que implica un especial deber de diligencia
del órgano judicial en la realización de los actos de comu-
nicación procesal. Pero, por otra parte, también hemos
señalado que, para apreciar la existencia de una posible
indefensión contraria al art. 24.1 CE, no basta con que
se haya producido la transgresión de una norma pro-
cesal, en nuestro caso referente a la comunicación,
emplazamiento edictal, sino que es necesaria la con-
currencia de otros requisitos (STC 126/1991, de 6 de
julio, FJ 4, y las allí citadas). Así, la indefensión ha de
ser efectiva y no meramente formal, lo que significa que
el defecto procesal haya supuesto un perjuicio real y
efectivo en las posibilidades de defensa del destinatario
de la comunicación, y, además, es necesario que la inde-
fensión padecida no sea resultado de la falta de diligencia
del propio destinatario de la comunicación. Para juzgar
este último extremo hemos declarado también reitera-
damente que es necesario atender a las circunstancias
concurrentes en el caso y, particularmente a la diligencia
que el emplazado por edictos haya observado a fin de
comparecer en el proceso y al conocimiento extrapro-
cesal que haya podido tener de la existencia de éste
(STC 149/2002, de 15 de julio, FJ 3, por todas), pues
no puede resultar acreedor de la protección del amparo
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constitucional quien contribuyó de manera activa o negli-
gente a causar la indefensión de la que se queja al no
comparecer en un procedimiento del que tenía cono-
cimiento por cauces diferentes del emplazamiento per-
sonal o del que habría podido tener conocimiento si
hubiera actuado con una mínima diligencia.

Pero, además, en la tarea de construcción del canon
constitucional de la indefensión derivada de la realización
defectuosa de los actos de comunicación procesal, este
Tribunal ha tenido ocasión de avanzar un paso más en
la labor de perfilar el supuesto de hecho en el que aquélla
se inscribe en relación con un aspecto especialmente
relevante para la resolución del presente caso, cual es
el especial deber de diligencia que pesa sobre el comer-
ciante o empresario que cesa en su actividad profesional
de facilitar cauces de comunicación a los efectos de
permitir su localización por quienes hasta entonces
hubieran mantenido con él negocios y actos relacionados
con su giro o tráfico. En efecto, en el último de los fun-
damentos jurídicos de nuestra reciente Sentencia
12/2000, de 17 de enero, hemos declarado que: «En
definitiva, al demandante de amparo sería imputable,
en último término, la indefensión que dice haber pade-
cido, pues le era exigible, en tanto que comerciante que
pone fin a una actividad mercantil desarrollada de mane-
ra continua y desde hacía años, haber tomado cuidado
de que pudiera ser localizado por quienes hasta entonces
eran, como en el caso, sus suministradores, al objeto
de que cualquier cuestión derivada del ejercicio de aque-
lla actividad y pendiente al tiempo de cerrar su negocio
pudiera solventarse sin necesidad de indagatorias acerca
de su paradero. Al haber descuidado ese extremo, el
propio recurrente dio pie a que su emplazamiento per-
sonal se erigiera en una dificultad, cuya superación no
puede pretender ahora que debió ser alcanzada por
medio de una mayor diligencia del Juzgado, pues ni él
observó la diligencia que, por lo dicho, le era exigible,
ni se ha demostrado que el acreedor hubiera procedido
de manera fraudulenta».

3. Trasladada la anterior doctrina a las circunstan-
cias concretas del caso que nos ocupa en el presente
procedimiento hemos de concluir que no procede la esti-
mación del motivo de amparo que venimos examinando.

Cierto es que, a la vista de las actuaciones obrantes
en el procedimiento de referencia, la recurrente no pare-
ce que fuera emplazada en su domicilio real, situado
en la misma localidad de Móstoles pero en una dirección
diferente de aquélla en la cual se la intentó emplazar
por el Juzgado en dos ocasiones con resultado negativo,
según expresa la certificación padronal aportada por la
demandante en el trámite del referido incidente de nuli-
dad. Pero no es menos cierto, por otro lado, que el con-
tenido de las actuaciones remitidas a este Tribunal y
las propias manifestaciones vertidas por la demandante,
tanto en su escrito de solicitud de nulidad del proce-
dimiento como en el de formalización de la demanda
de amparo y en los de alegaciones presentados dentro
de este proceso, sugieren que tuvo, quizá sucesivamente,
diversos domicilios a lo largo del período en el cual se
intentó su emplazamiento personal, y que cabe apre-
ciarse la existencia de conexión o relación de la recurren-
te con aquellos en los que efectivamente se intentó la
práctica de su emplazamiento. Así sucede con la direc-
ción de la calle Echegaray, núm. 9, de la localidad de
Móstoles, que figura como domicilio de la demandante
en la nota registral de los estatutos de la sociedad mer-
cantil «Stregata, S.L.», que obra en las actuaciones, o
con la dirección de la calle Ávila, núm. 51, de la misma
localidad, en donde resultó negativo el emplazamiento
efectuado «por ausentarse del mismo», conforme expre-
sa la diligencia extendida por el Agente judicial, sin que
de las actuaciones recibidas por este Tribunal se des-

prenda indicio alguno de cualquier otro domicilio de la
demandante en el que el Juzgado pudiese efectuar su
emplazamiento antes de proceder a la declaración de
su rebeldía y a dictar la Sentencia impugnada en este
procedimiento.

Pero lo verdaderamente relevante, y que no conviene
olvidar a los efectos de la resolución del presente recurso
de amparo, es que (según se ha dejado expuesto en
los antecedentes) el pleito del que trae causa el presente
procedimiento de amparo se centraría en la reclamación
de la cantidad correspondiente a los daños y perjuicios
derivados de un incumplimiento contractual y de un pago
efectuado por cuenta del precio del traspaso del local
de negocio que venía siendo explotado en régimen arren-
daticio por «Stregata, S.L.», compañía mercantil en la
que figura como socia y administradora solidaria la hoy
recurrente en amparo (según nota informativa expedida
por el Registro Mercantil de Madrid obrante en las actua-
ciones), entidad cuyo domicilio aparece fijado en los esta-
tutos sociales en el propio local, calle Pío Baroja, núm.
7, de Madrid. Por esta razón la recurrente resulta deman-
dada y condenada, junto con la citada compañía y la
otra administradora solidaria de ésta, en el juicio ordi-
nario, sin que en el incidente de nulidad de actuaciones
se haya siquiera cuestionado la validez o la vigencia de
los datos referidos, ni en el presente proceso consti-
tucional la demandante haya aportado la documentación
que desmienta (como sostiene) lo publicado por el Regis-
tro Mercantil, la cual le fue requerida por la Sección
Tercera de este Tribunal, a solicitud del Ministerio Fiscal,
mediante providencia de fecha 25 de enero de 2001.

La compañía «Stregata, S.L.», de la que la recurrente
era socia y representante legal, fue emplazada por el
Juzgado el 10 de mayo de 1995 en su domicilio social,
sito en el local objeto del controvertido traspaso, hacién-
dose contar en la diligencia practicada por el Agente
judicial que, no hallando al representante legal de la
entidad, se entregó cédula a quien dijo ser empleado
de «La Silla Eléctrica», don Michel Bozhidar Contcher.
Con posterioridad se intentó (el 15 de octubre de 1996)
el emplazamiento en el mismo domicilio social de la
otra administradora solidaria de la compañía, diligencia
que resultó igualmente negativa, y en cuyo proveído se
manifestó por el conserje de la finca que el local se
encontraba cerrado. Partiendo de estos antecedentes
resulta especialmente aplicable aquí la doctrina que exi-
ge una especial diligencia al comerciante que abandona
su negocio a los efectos de permitir su localización a
los acreedores comerciales (STC 12/2000, de 17 de
enero). En este orden de ideas ha de indicarse que se
manifiesta particularmente adecuada la aplicación de
esta doctrina en un supuesto, como el presente, en el
que el ejercicio material de la actividad comercial o
empresarial se realiza directamente por el socio bajo
el manto de la personalidad jurídica atribuida al empre-
sario social. Es en estos casos de interposición de la
personalidad moral de la compañía en el ejercicio de
la actividad empresarial donde se muestra más justifi-
cada y alcanza su mayor significado la exigencia de esa
especial diligencia del comerciante en facilitar su loca-
lización a los terceros que se relacionan con el giro o
tráfico mercantil que despliega. Esta exigencia no es aje-
na a los presupuestos sobre los que se asienta el principio
de seguridad jurídica consagrado en nuestra Constitu-
ción (art. 9.3), de los que la seguridad del tráfico mer-
cantil constituye una significativa proyección. No en vano
es preocupación permanente del legislador ordinario,
tanto en nuestro Derecho como en muchos otros Orde-
namientos próximos a nuestras concepciones jurídicas,
la de facilitar al máximo las posibilidades de comuni-
cación y localización del empresario social, ampliando
los lugares de comunicación efectiva más allá del puro
domicilio formal (escriturario o registral) y reforzando
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los deberes de publicidad del empresario social para pro-
teger adecuadamente los intereses legítimos de los
terceros.

Habida cuenta de lo expuesto anteriormente ha de
entenderse que, al menos, el intento de emplazamiento
realizado mediante cédula en el domicilio de la sociedad
de la que era socia y administradora solidaria la recurren-
te debe tenerse por efectivo, pues la llamada a la socie-
dad «Stregata, S.L.», implica la de sus administradores
o representantes legales. De manera que, según expu-
simos en la ya citada Sentencia 12/2000, de 17 de
enero, la propia recurrente, al descuidar su localización,
contribuyó a dificultar su emplazamiento personal con-
figurando una situación de hecho cuya superación no
puede pretenderse ahora que debió ser alcanzada por
medio de una mayor diligencia del Juzgado, pues ni ella
observó la diligencia, que por lo dicho, le era exigible,
ni ha demostrado que los demandantes hubieran pro-
cedido, a este respecto, de manera fraudulenta, lo que
en su caso debió interesarse en el oportuno recurso
extraordinario de revisión (art. 510. 4 LEC). De ahí que
no pueda afirmarse en el presente caso la existencia
de una situación de indefensión real o efectiva contraria
al art. 24.1 CE, pues se desprende de los antecedentes
expuestos que la conducta y la actitud de la demandante
resultaron determinantes de que no se consiguiera efec-
tuar la comunicación personal de cuya falta ahora se
queja.

4. Igual suerte desestimatoria ha de correr la invo-
cación de indefensión contraria a su derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE) realizada por la recurrente
como consecuencia de la falta de publicación en estra-
dos de algunas de las resoluciones recaídas en el pro-
cedimiento tramitado en su rebeldía.

A este respecto debe recordarse, una vez más, que
este Tribunal ha rechazado reiteradamente la identifi-
cación entre defecto o irregularidad procesal e indefen-
sión, pues no toda infracción o defecto procesal es cau-
sante de la vulneración del derecho contemplado en el
art. 24.1 de la Constitución, sino sólo aquel o aquella
que, por anular las posibilidades de alegación, defensa
y prueba, cause una verdadera y real indefensión de
la parte (SSTC 230/1992, de 14 de diciembre;
106/1993, de 22 de marzo; 185/1994, de 20 de junio;
1/1996, de 15 de enero; 89/1997, de 5 de mayo;
75/2000, de 27 de marzo, entre muchas otras). En el
presente caso hay que considerar que, dado el contexto
en el cual se enmarcaron las actuaciones particulares,
difícilmente la publicación en estrados de las resolucio-
nes omitidas hubiera logrado resultados diferentes, en
esta materia, de los nulos alcanzados por aquéllas que
si se publicaron, sin que la recurrente aporte indicio algu-
no, por mínimo que éste sea, que permita siquiera vis-
lumbrar la existencia de alguna posibilidad real de que
la publicidad de aquellas resoluciones mediante el sis-
tema de publicación en estrados (ya desaparecido en
nuestra nueva Ley procesal civil) pudiera haber resultado
eficaz en el caso considerado. Pero es que, además, la
queja ahora suscitada por la recurrente no fue planteada
en su escrito de solicitud de nulidad de actuaciones,
según consta en las actuaciones remitidas a este Tri-
bunal, y por ello cabe apreciar respecto de ella la causa
de inadmisión establecida en el art. 44.1 a) LOTC, puesto
que la queja de la recurrente se pretende hacer valer
directamente, ex novo, ante este Tribunal, con ignorancia
del principio de subsidiariedad que preside el proceso
de amparo.

Así pues, al no constatarse que la resolución impug-
nada, y la Sentencia de la que trae causa, frente a la
que se ha promovido el recurso de amparo que ahora
enjuiciamos haya producido lesiones efectivas de los
derechos fundamentales de la recurrente, ha de afirmar-
se la falta de relevancia constitucional de la demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.o Desestimar el presente recurso de amparo, pro-
movido por doña María de los Ángeles Cepero Rodríguez.

2.o Levantar la suspensión de la ejecución de la Sen-
tencia de 11 de marzo de 1998 dictada por el Juzgado
de Primera Instancia núm. 9 de Madrid, acordada por
esta Sala mediante Auto de 16 de julio de 2001 (ATC
208/2001), en cuanto a la ejecución del embargo tra-
bado sobre los derechos de propiedad del inmueble sito
en Móstoles, Urbanización La Loma, Bloque 125, piso
segundo, letra C.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de enero de dos mil
tres.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

3389 Sala Segunda. Sentencia 8/2003, de 20 de
enero de 2003. Recurso de amparo 4896/99.
Promovido por «Amonsa, S.L.», y otros res-
pecto de los Autos de la Audiencia Provincial
de Cuenca y de un Juzgado de Instrucción,
que archivaron unas diligencias por delito de
estafa y denegaron la nulidad de actuaciones.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
sin indefensión: recurso de queja, contra la
incoación del procedimiento abreviado, sus-
tanciado sin contradicción del querellante
(STC 178/2001).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4896/99, interpuesto
por «Amonsa, S.L.», doña María del Pilar López Solera
y don Alejandro Álvaro Amigo, representados por el Pro-
curador don Juan Antonio García San Miguel y Orueta
y asistidos por el Letrado don Emilio Ruiz-Jarabo Ferrán,
contra el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 2 de
Cuenca de 7 de octubre de 1999, por el que se acuerda
el archivo de las actuaciones del procedimiento abre-
viado núm. 3/99, y contra la providencia de la Audiencia
Provincial de Cuenca de 3 de noviembre de 1999,
mediante la cual se inadmite el recurso de súplica y
se rechaza la incoación del incidente de nulidad de actua-
ciones. Han intervenido el Ministerio Fiscal, así como
el «Banco Santander Central Hispano, S.A.», don José
María López González, doña María Amparo Calvo García
y don Antonio Pérez Valero, todos ellos bajo la repre-
sentación del Procurador de los Tribunales don Víctor


